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rrespondiente expediente, por infracciones administrativas en 
materia de consumo tipificada en los arts. 7.2.1 y 71.8.2 y 4 
de la Ley 13/03, de 17 de diciembre, de defensa y protección 
de los consumidores y usuarios de Andalucía.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis,  se alegó:

- Que el día 13.8.05 se incendian los contadores de la 
comunidad a la que pertenece el comercio de la titular afec-
tando a éste y como consecuencia de ello se afectan bienes 
materiales de la empresa.

- Que tras dar cuenta al seguro y el peritaje se llevan a 
cabo las labores de limpieza y pintado del local, para en un 
principio continuar con la actividad.

- Que transcurridos pocos días desde la apertura del co-
mercio el 21.9.05 se lleva a cabo la inspección por el Servicio 
de Consumo, siendo atendido por la empleada que debido a 
su poca experiencia no explicó de forma detallada y responsa-
ble al inspector todos lo hechos acontecidos que dan lugar a 
las irregularidades detectadas.

FUNDAMENTOS  DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación del Consejero mediante la Orden de 30 de ju-
nio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso, a 
tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en 
adelante, LRJAP-PAC), y artículo 39.8 de la Ley 6/1983, de 
21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del 
Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración 
de Consejerías, y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por 
el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de 
Gobernación.

Segundo. Las alegaciones formuladas en el recurso de al-
zada no aportan nada que pueda ser tomado en consideración 
para modificar el sentido de la Resolución.

En primer lugar cabe señalar que a lo largo del procedi-
miento el interesado no ejerció en ningún momento su dere-
cho a formular alegaciones y que estudiadas las del recurso se 
observa que las mismas no atienden a la realidad que consta 
en el expediente.

El recurrente alega que las irregularidades de la falta de 
hojas, carteles anunciadores e informativos se deben a un in-
cendio que acontece el día 13.8.05 («se incendian los conta-
dores de la comunidad a la que pertenece el comercio de la ti-
tular afectando a éste y como consecuencia de ello se afectan 
bienes materiales de la empresa»), lo cual no se corresponde 
con el acta levantada antes (26.5.2005) por inspectores de Mi-
nisterio de Interior en la que ya queda constancia de existencia 
de  irregularidades en materia de consumo, entre otras.

Tampoco se corresponde lo alegado en el recurso con lo 
que se dejó constatado en la posterior acta núm. 1566/05, de 
fecha 21.9.05 en la que el inspector literalmente recoge como 
hechos: 

- No exhibe el cartel anunciador de las Hojas de quejas y 
reclamaciones.

- No dispone de un documento informativo destinado al 
usuario de los aparatos de bronceado.

- No existe cartel informativo, visible al público, a la en-
trada o recepción del establecimiento donde se informe de los 

precios de todos los servicios que se presten incluyendo los 
impuestos.

- No existe a la entrada horario de apertura y cierre.

Y como única alegación de la compareciente “que existe 
en el escaparte un cartel anunciado el traspaso o venta del 
establecimiento”, hecho que comprueba y del que da fe.

Por lo tanto, atendiendo a lo expuesto y a que el legis-
lador, en materia de consumo, establece la existencia de in-
fracciones basándose en causas objetivas, atendiendo funda-
mentalmente a su resultado, y lo cierto es que en este caso 
la conducta infractora está acreditada mediante acta, la cual 
goza de valor probatorio ex art. 137.3 de la Ley 30/92, y 
art. 17.3 del Real Decreto 1945/83, de 22 de junio: “los he-
chos constatados por funcionarios a los que se les reconoce la 
condición de autoridad, y que se formalicen en documento pú-
blico observando los requisitos legales pertinentes, tendrán va-
lor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de 
los respectivos derechos o intereses puedan señalar o aportar 
los propios administrados”.

En el presente caso, el recurrente no aporta prueba en 
contrario o argumento alguno que permita considerar la revo-
cación de la resolución impugnada.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña 
María Teresa Ruiz Ortega contra la resolución del Delegado 
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén, de fecha refe-
renciada, en consecuencia mantener la misma en sus propios 
términos.

 Notifíquese al interesado con indicación de los recursos 
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 6 de febrero de 2007.- El Jefe de Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 6 de febrero de 2007, de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al 
recurso de alzada interpuesto por don Pablo Gómez 
Domínguez, en nombre y representación de Telecomu-
nicaciones Animada, S.C.A. contra otra dictada por el 
Delegado del Gobierno de Málaga, recaída en el expe-
diente 29-000893-05-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a don 
Pablo Gómez Domínguez, en nombre y representación de Te-
lecomunicaciones Animada, S.C.A. de la resolución adoptada 
por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo in-
terpuesto, contra la dictada por el Delegado del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Málaga, por la presente se procede a 
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hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 18 de diciembre de 2006.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 
los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Málaga dictó la resolución de referencia, por la que 
se le impone una sanción de 1.000 €, tras la tramitación del 
correspondiente expediente, por los siguientes hechos:

- No exhibir cartel anunciador de la existencia del libro de 
hoja de quejas y reclamaciones.

- Los artículos expuestos para su venta en el escaparate 
del establecimiento no exhiben el marcado de precio de venta 
al público.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior resolución, se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó que niega 
total y absolutamente los hechos no existiendo prueba alguna 
en virtud de la cual hubiere quedado desvirtuada la presun-
ción de inocencia, vulneración del principio de tipicidad, des-
proporción de la sanción, prescripción y caducidad.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación del Consejero mediante la Orden de 30 de ju-
nio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso, a 
tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en 
adelante, LRJAP-PAC), y artículo 39.8 de la Ley 6/1983, de 
21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del 
Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración 
de Consejerías, y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por 
el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de 
Gobernación.

Segundo. Las alegaciones del recurrente están formula-
das con tal carácter genérico que impiden motivar una res-
puesta jurídica adecuada.

Baste decir que los hechos quedan probados por el 
art. 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común dispone que “los hechos cons-
tatados por funcionarios a los que se reconoce la condición 
de autoridad, y que se formalicen en documento público 
observando los requisitos legales pertinentes tendrán valor 
probatorio sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los 
respectivos derecho o intereses puedan señalar o aportar los 
propios administrados”.

De otra parte el Tribunal Supremo en su Sentencia de fe-
cha 23 abril 1994 tiene manifestado que:

“Según jurisprudencia reiterada del Tribunal Supremo 
(Sentencias de 14 de mayo y 24 de noviembre de 1984 y 28 
de enero, 12 de febrero y 4 de junio de 1986) y del Tribunal 
Constitucional (sentencia de 8 de junio de 1981) principios 
inspiradores del orden penal son de aplicación, con ciertos 
matices, al derecho administrativo sancionador, dado que am-
bos son manifestaciones del ordenamiento punitivo y del ‘ius 
puniendi’ del Estado y de las demás Administraciones Públi-
cas, de tal modo que los principios esenciales reflejados en 
los arts. 24 y 25 de la Constitución han de ser transvasados 
a la actividad sancionadora de la Administración en la medida 
necesaria para preservar los valores fundamentales que se 
encuentran en la base de los mentados preceptos y alcanzar 
la seguridad jurídica preconizada en el art. 9 del mismo Texto 
y, entre dichos principios, ha de destacarse el de presunción 
de inocencia, recogido en el art. 24 de la Constitución, que, 
configurado como una presunción ‘iuris tantum’, susceptible, 
como tal, de ser desvirtuada por prueba en contrario, consti-
tuye un verdadero derecho fundamental, inserto en la parte 
dogmática de la Constitución, que vincula a todos los poderes 
públicos (art. 53 del Texto Constitucional) y, esencialmente, a 
la Administración, con más razón cuando ejercita su potestad 
sancionadora. Por otra parte, esta actividad sancionadora de 
la Administración está también sometida al principio de lega-
lidad que debe informar toda la actividad administrativa. Es 
decir, el derecho administrativo sancionador está sujeto a dos 
presunciones, de un lado, a la de inocencia y, de otro, a la de 
legalidad de la actuación administrativa, concreción de la cual 
es la presunción de veracidad recogida en el art. 17.3 del Real 
Decreto 1945/1983, de 22 junio, que regula las infracciones y 
sanciones en materia de defensa del consumidor y en la pro-
ducción agroalimentaria, el cual dispone que ‘los hechos que 
figuren recogidos en las actas de inspección se presumirán 
ciertos, salvo que del conjunto de las pruebas que se prac-
tiquen, resulte concluyente lo contrario’. Es decir, el artículo 
transcrito se limita a alterar la carga de la prueba de tal ma-
nera que es el administrado sujeto al expediente sancionador 
a quien corresponde probar la falta de certeza de los hechos 
que el Inspector ha constatado en el acta y que han sido perci-
bidos por él de forma directa.”

O como la Sentencia núm. 495/1996 del Tribunal Supe-
rior de Justicia Baleares (Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo), de 18 septiembre, recaída en el recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. 1500/1994, puso de manifiesto: “El Acta es 
documento público autorizado por empleado público compe-
tente que hace prueba del hecho que motiva su otorgamiento 
y de la fecha del mismo –arts. 1216 y 1218 del Código Civil. 

Por tanto el Acta es un medio de prueba más, pero no 
goza de presunción de certeza o veracidad. Así resulta de lo 
previsto en el art. 137.3, de la Ley 30/1992, de tal modo que 
la Administración no queda relevada de la obligación de apor-
tar el correspondiente material probatorio de cargo. No siendo 
el Acta medio de prueba preferente cabe que prevalezca con-
tra ella cualquier otra prueba.

De las Actas originadoras del expediente administrativo, 
levantadas a presencia de la actora y de las que recibió copia, 
destacan las infracciones e irregularidades detectadas, sin 
que contra las mismas la recurrente haya practicado prueba 
alguna, por lo que resulta claro que el principio de presun-
ción de inocencia fue destruido por las Actas mencionadas. 
En consecuencia procede la desestimación del recurso habida 
cuenta la perfecta adecuación a derecho de las resoluciones 
recurridas.”

O como el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
núm. Dos de Córdoba ha tenido ocasión de pronunciar, en el 
recurso núm. 689/04: “(...) Así pues entra en juego la inver-
sión de carga de la prueba que exige al afectado por el acta 
demostrar la inexactitud de la misma (sentencia de 20 y 24 de 
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abril de 1992, 17 de abril y 19 de junio de 1998), ya que ‘el 
acta constituye por sí misma un documento de valor probato-
rio privilegiado por expresa disposición legal, cuando ha sido 
válidamente emitida’ sentencia de 25 de marzo de 1992. 

En el presente caso los datos que obran en el expediente 
administrativo (...) hacen desaparecer la presunción de ino-
cencia, estando pormenorizada en cuanto a los datos que re-
fleja.»

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Pa-
blo Gómez Domínguez, en representación de Telecomunica-
ciones Animada, S.C.A. contra la resolución del Delegado del 
Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga, de fecha refe-
renciada, en consecuencia mantener la misma en sus propios 
términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 6 de febrero de 2007.- El Jefe de Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 7 de febrero de 2007, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso 
de alzada interpuesto por doña Rita de Cassia Ferrei-
ra Marques contra otra dictada por el Delegado del 
Gobierno de Jaén, recaída en el expediente S-BO-23-
000118-05.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, e intentada sin efecto la notificación personal a la 
recurrente doña Rita de Cassia Ferreira Marques de la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al recurso 
administrativo interpuesto contra la dictada por el Delegado 
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén, por la presente 
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido 
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el 
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla, a 19 de diciembre de 2006.

Visto el recurso interpuesto y sobre la base de los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Como consecuencia de denuncia efectuada por 
miembros de la Unidad de Policía adscrita a la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía de fecha 31 de mayo de mayo de 2005, 

la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén 
incoó expediente sancionador contra doña Rita de Cassia Fe-
rreira Marques, con domicilio en paseo de Linarejos, núm. 46, 
bloque 1, 3.º B, de la localidad de Linares, por supuesta in-
fracción a lo dispuesto en la Ley 2/1986, de 19 de abril, del 
Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
(en adelante, LJACAA), al habérsele decomisado, mientras los 
vendía en el pasaje del Comercio, de Linares, un número de 7 
cupones, por importe unitario de 1 €, para el sorteo a celebrar 
ese mismo día, de la Organización Impulsora de Discapacita-
dos (OID).

Segundo. Tramitado el correspondiente expediente, el Sr. 
Delegado del Gobierno dictó resolución el 27 de septiembre 
de 2005, por la que se le imponía la sanción de multa por 
importe de tres mil quinientos (3.500) euros, como responsa-
ble de la infracción contemplada en el artículo 29.1 de la Ley 
2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, que tipifica como infraccion grave “La 
organización, práctica o celebración, gestión o explotación de 
juegos y apuestas careciendo de alguna de las autorizaciones 
administrativas que reglamentaria y específicamente se esta-
blecen para cada juego, así como el permitir o consentir, ex-
presa o tácitamente, la celebración de estos juegos o activida-
des en locales o recintos no autorizados o mediante personas 
no autorizadas”, conducta imputable a doña Rita de Cassia 
Ferreira Marques, al darse por probados los hechos constata-
dos en la denuncia que dio origen al procedimiento. 

Tercero. Notificada dicha resolución al interesado inter-
pone recurso de alzada en tiempo y forma, formulando las 
alegaciones que aquí se dan por reproducidas en aras del prin-
cipio de eficacia administrativa.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

I

La Consejera de Gobernación es competente para resol-
ver los recursos de alzada interpuestos contra las resoluciones 
de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley 6/1983, 
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comuni-
dad Autónoma.

Por Orden de 30 de junio de 2004, y de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-
PAC), esta competencia de resolución de recursos administra-
tivos ha sido delegada en la Secretaría General Técnica.

I I

El recurrente alega como único motivo de impugnación 
la supuesta falta de competencia de la Administración de la 
Comunidad Autónoma para sancionar la venta de boletos 
carentes de autorización por ser su actividad de ámbito na-
cional y ser el Organismo Nacional de Loterías y Apuestas 
del Estado el competente para concederla. Lo cierto es que, 
puesto que en el momento en que se cometió la infracción 
que se sanciona en este expediente, la actividad que desarro-
llaba la Organización para el Impulso de Discapacitados no 
contaba con los permisos pertinentes y con independencia 
del ámbito en que se desarrolle ésta, ha de considerarse que 
entra dentro del mandato de la Ley 2/1986, de 19 de abril, de 
Regulación del Juego y Apuestas que, en su artículo 4 esta-
blece que “Requerirán autorización administrativa previa, en 
los términos que reglamentariamente se determinen: ...d) El 


